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DICTAMEN DE LA COMISIÓN CONSULTIVA SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO FORAL DE MODIFICACIÓN DEL DECRETO FORAL 36/2014, DE 22 DE JULIO, DEL DECRETO FORAL 39/2014, DE 1 DE AGOSTO, Y DEL DECRETO FORAL 21/2024, DE 30 DE JULIO, A FIN DE ADAPTARLOS A LA LEY 3/2024, DE 30 DE OCTUBRE, PARA MEJORAR LA CALIDAD DE VIDA DE PERSONAS CON ESCLEROSIS LATERAL AMIOTRÓFICA Y OTRAS ENFERMEDADES O PROCESOS DE ALTA COMPLEJIDAD Y CURSO IRREVERSIBLE, Y A LA NORMATIVA DE DESARROLLO ( SESIÓN 1-ABRIL-2026)
I.-ANTECEDENTES DE HECHO
La directora de Servicios Sociales envió, con fecha 12 de marzo de 2026, el proyecto de decreto foral de modificación del Decreto Foral 36/2014, de 22 de julio, del Decreto Foral 39/2014, de 1 de agosto, y del Decreto Foral 21/2024, de 30 de julio, a fin de adaptarlos a la Ley 3/2024, de 30 de octubre, para mejorar la calidad de vida de personas con Esclerosis Lateral Amiotrófica y otras enfermedades o procesos de alta complejidad y curso irreversible, y a la normativa de desarrollo. 

Con fecha 16 de marzo, se requirió completar el expediente y se suspendió el plazo para la emisión del dictamen hasta la efectiva recepción de la siguiente documentación: 

· Apreciación de la urgencia de la consulta por el Diputado General, conforme a lo establecido en el artículo 20.2 del Decreto Foral 40/1999, de 30 de marzo, que crea la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava, aprobando su Reglamento Orgánico.

· Informe de impacto normativo en el que fundamente jurídicamente la propuesta sometida a consulta, en los términos requeridos por la Guía para la elaboración del informe de impacto normativo, que no permiten una mera reproducción del texto del proyecto sometido a consideración de la Comisión.

El 18 de marzo de 2026 se completa el expediente que queda conformado por la siguiente documentación:

-
Proyecto de decreto foral. 

-
Orden foral de inicio del procedimiento. 

-
Trámite de audiencia e información pública. 

-
Alegaciones de la asociación ADELA Araba. 

-
Informe de respuesta a las alegaciones emitido por la directora de Servicios Sociales. 

-
Informe de impacto de género emitido por la jefa de la Secretaría del Departamento de Políticas Sociales. 

-
Trámite de verificación del Servicio de Igualdad de la Diputación Foral de Álava. 

-
Informe de impacto económico emitido por el Área Económica del IFBS. 

-
Informe de impacto normativo emitido por el Área de Contratación y Régimen Jurídico del IFBS.

-
Apreciación de la urgencia de la consulta por parte del Diputado General.

II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS

1.- Título Competencial y habilitación normativa.

El artículo 10.12 de la Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el País Vasco (en adelante EAPV), dispone que la Comunidad Autónoma de Euskadi ostenta la competencia exclusiva en materia de “Asistencia social”. Con carácter general, ese título competencial nuclear se completa con otras competencias exclusivas atribuidas a Euskadi en el EAPV, tales como la materia relativa a “desarrollo comunitario, condición femenina, política, juvenil y de la tercera edad”—art. 10.39 EAPV—.

En relación con el precepto anterior, la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos (en adelante LTH) señala, en su artículo 7.c), como competencia de los Territorios Históricos, la ejecución dentro de su territorio de la legislación de las Instituciones Comunes en materia de "1. Asistencia social, sin perjuicio de la acción directa de las Instituciones Comunes del País Vasco", así como “2. Desarrollo comunitario, condición femenina. Política infantil, juvenil, de la tercera edad, ocio y esparcimiento, sin perjuicio de la acción directa en estas materias por parte de las Instituciones Comunes del País Vasco”.

No ofrece dudas que en el reparto interno de competencias el principio general es que, en materia de asistencia social, los territorios históricos tienen la competencia de ejecución (ex art. 7.c.1 LTH); competencia que, eso sí, no puede perjudicar la previsión expresa de una "acción directa" de las instituciones comunes.

A continuación, el artículo 8.3 establece que en las materias en que corresponde a los Territorios Históricos la ejecución, tendrán las siguientes potestades que ejercitarán de conformidad con las disposiciones de carácter general que en desarrollo de su legislación dicten las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma: a) reglamentaria, para la organización de sus propios servicios; b) administrativa, incluida la inspección; c) revisora en la vía administrativa.

Todo ello sin olvidar que, conforme al artículo 9.2 EAPV, los poderes públicos vascos, en el ámbito de su competencia “impulsarán particularmente una política tendente a la mejora de las condiciones de vida” y “adoptarán aquellas medidas dirigidas a promover las condiciones y a remover los obstáculos para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean efectivas y reales”.

Sobre la base del referido reparto competencial se dictó la Ley 12/2008, de 5 de diciembre, de Servicios Sociales (en adelante LSS), señalando como objetivo esencial del Sistema Vasco de Servicios Sociales la atención de las necesidades personales y familiares derivadas, entre otros, de la dependencia —artículo 6— y reconociendo la existencia unas prestaciones económicas orientadas a garantizar la cobertura, temporal o permanente, de las necesidades derivadas de su situación de dependencia —artículos 14 y 16—.

Asimismo, el artículo 41.3 atribuyó a las Diputaciones Forales la provisión de los servicios sociales de atención secundaria del Sistema Vasco de Servicios Sociales, con la salvedad de los atribuidos al Gobierno Vasco en su competencia de acción directa. Así, conforme al artículo 27.2.b) de la LSS, la provisión y prestación de los servicios sociales de atención secundaria, regulados en el artículo 22.2 —incluido, en lo que aquí interesa, el servicio de valoración y diagnóstico de la dependencia— se garantiza desde los servicios sociales forales.

En desarrollo de la citada Ley, se dictó el Decreto 185/2015, de 6 de octubre, de cartera de prestaciones y servicios del Sistema Vasco de Servicios Sociales al objeto de regular la Cartera de Prestaciones y Servicios del Sistema Vasco de Servicios Sociales, así como los requisitos, criterios y procedimientos de acceso a sus prestaciones y servicios. 

Conforme a su artículo 5.3, “las diputaciones forales serán competentes para la provisión de los servicios de atención secundaria del Catálogo de Prestaciones y Servicios del Sistema Vasco de Servicios Sociales, excepto aquellos cuya provisión compete al Gobierno Vasco, así como de la prestación de asistencia personal (ficha 3.1.1), de la prestación para cuidados en el entorno familiar y apoyo a personas cuidadoras no profesionales (ficha 3.2.1), y de las prestaciones o ayudas para la adquisición de prestaciones tecnológicas o la realización de adaptaciones en el medio habitual de convivencia (fichas 3.3.1 y 3.3.2)”. 

Asimismo, conforme al apartado cuarto del mismo artículo “todas las administraciones públicas vascas serán competentes para la provisión de la prestación vinculada al servicio, cuando lo sean para los servicios de la Cartera de Prestaciones y Servicios a los que se vincule, y podrán serlo para la provisión de cualquier otra prestación económica que pueda preverse encuadrada en la tipología que establece el artículo 16 de la Ley de Servicios Sociales, en función del régimen competencial que se determine en su momento” .

A nivel estatal, la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, aprobada con el objeto de regular las condiciones básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio del derecho subjetivo de ciudadanía a la promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia, crea un Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, y regula las prestaciones del mismo, un catálogo de servicios, los grados de dependencia y los criterios básicos para su valoración, así como el procedimiento de reconocimiento del derecho a las prestaciones. Su disposición adicional duodécima reconoce, además, las especificidades de las Diputaciones Forales en el caso de la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

Como novedad, la disposición adicional decimoséptima —añadida por el Real Decreto-ley 11/2025, de 21 de octubre, al amparo de lo dispuesto en el 149.1.1 de la CE que atribuye al Estado la competencia exclusiva para regular las condiciones básicas que garanticen la igualdad— recoge el régimen jurídico de las personas incluidas en el ámbito de aplicación de la Ley 3/2024, de 30 de octubre, para mejorar la calidad de vida de personas con Esclerosis Lateral Amiotrófica y otras enfermedades o procesos de alta complejidad y curso irreversible. Así, se crea un nuevo Grado III+ de dependencia extrema, asignándoles un nivel mínimo de protección específico, además del acceso a una prestación económica vinculada al servicio que únicamente podrá ser destinada a ayuda a domicilio, o a una prestación económica de asistencia personal. Y ello para cumplir con el mandato legal de creación de una garantía pública de supervisión y atención continuada especializada 24 horas, que trata de prevenir el riesgo de muerte evitable en aquella fase avanzada de la enfermedad.

Asimismo, el citado Real Decreto-ley 11/2025, de 21 de octubre, modifica el anexo IV del Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, por el que se regulan las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, establecidas en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, fijando en 9.859 euros las cuantías máximas tanto de la prestación económica vinculada al servicio de ayuda a domicilio, como de la prestación económica de asistencia personal, correspondientes a las personas incluidas dentro del Grado III+ de dependencia extrema.

Considerando que tanto la Ley 39/2006 como su normativa de desarrollo estatal —Real Decreto 1051/2013— tienen carácter básico, vinculando ese carácter al artículo 149.1.1 CE y al hecho de que la Ley fija condiciones básicas para el ejercicio igual del derecho subjetivo a la dependencia, la disposición proyectada pretende integrar en la normativa foral las modificaciones producidas a nivel estatal desplegando a nivel foral el grado III+ de dependencia extrema.

Tal y como ha señalado el Tribunal Constitucional —entre otras STC 27/2017, de 16 de febrero—, el artículo 149.1.1 CE constituye un “título competencial autónomo, positivo o habilitante”, que permite al Estado una regulación, aunque limitada al establecimiento de las condiciones básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio de los derechos y deberes constitucionales. Dicha regulación no puede suponer una normación completa y acabada del derecho o deber de que se trate y, en consecuencia, las Comunidades Autónomas, en la medida en que tengan competencias sobre la materia, podrán siempre aprobar normas atinentes al régimen jurídico de ese derecho o deber, sin que exista una prohibición de divergencia autonómica. 

Tal y como concluye la STS 1262/2018, 17 de Julio de 2018, “la existencia de legislación básica del Estado en un sector determinado -máxime cuando tiene su fundamento en una cláusula transversal, como es el art. 149.1.1 de la Constitución- no elimina la competencia que sobre la concreta materia tenga estatutariamente atribuida la Comunidad Autónoma. La existencia de la Ley 39/2006, que recoge la legislación básica del Estado sobre las personas en situación de dependencia, no determina que esta materia quede excluida del título competencial autonómico relativo a los servicios sociales. Sólo determina que cualquier regulación autonómica que se dicte a partir de dicho título competencial deberá respetar lo dispuesto en la legislación básica del Estado”.
A ello cabe añadir que el propio artículo 7 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, estructura el Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia en tres niveles de protección: (i) el nivel de protección mínimo establecido por la Administración General del Estado; (ii) el nivel de protección que se acuerde entre la Administración General del Estado y la administración de cada una de las Comunidades Autónomas; y (iii) el nivel adicional de protección que pueda establecer cada Comunidad Autónoma.

Por lo tanto, las Comunidades Autónomas pueden introducir un nivel adicional de protección, cuya responsabilidad asumen, que vaya más allá de lo garantizado como mínimo por la Administración General del Estado e incluso de lo pactado en los convenios entre ambas administraciones.

En cumplimiento de la disposición final séptima de la denominada Ley ELA, y amparado por el artículo 149.1.16 de la CE que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de bases y coordinación general de la sanidad, se dicta el Real Decreto 969/2025, de 28 de octubre, por el que se establecen los criterios que definen los procesos irreversibles y de alta complejidad de cuidados que conforman el ámbito de aplicación de la Ley 3/2024, de 30 de octubre, para mejorar la calidad de vida de personas con Esclerosis Lateral Amiotrófica y otras enfermedades o procesos de alta complejidad y curso irreversible.

Finalmente, se completa la adaptación normativa estatal con la Resolución de 18 de diciembre de 2025, de la Secretaría de Estado de Derechos Sociales, por la que se publica el Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, de 9 de diciembre de 2025, que permiten completar la adaptación de servicios del SAAD al ámbito de aplicación de la Ley ELA, desplegando territorialmente el grado III+ de dependencia extrema.

La integración, en el ámbito foral, de la normativa desplegada a nivel estatal motiva la disposición proyectada y, con ello, la modificación de los siguientes decretos forales:

· Decreto Foral 36/2014, del Consejo de Diputados de 22 de julio, que regula el procedimiento para el reconocimiento de la situación de dependencia, la calificación de discapacidad, la existencia de trastornos del desarrollo o del riesgo de padecerlo y el derecho y procedimiento de acceso en tales condiciones a los servicios y prestaciones económicas de Servicios Sociales en Álava.

· Decreto Foral 39/2014, del Consejo de Diputados de 1 de agosto, que regula las prestaciones económicas del sistema para la autonomía y atención a la dependencia en Álava: prestación económica para cuidados en el entorno familiar y apoyo a cuidadores no profesionales, prestación económica de asistencia personal y prestación económica vinculada al servicio.

· Decreto Foral 21/2024, del Consejo de Gobierno Foral de 30 de julio. Aprobar la modificación

del Decreto Foral 52/2023, del Consejo de 26 de diciembre

Por otra parte, la Diputación Foral de Álava ejerce las funciones de organización, gestión, prestación y ejecución de las actividades relacionadas con los servicios sociales que recaen en su competencia, a través del Instituto Foral de Bienestar Social-Gizarte Ongizaterako Foru Erakundea (en adelante IFBS-GOFE), constituido mediante Norma Foral 21/1988, de 20 de junio, como organismo autónomo y regulado en su organización y estructura por Decreto Foral 25/2012 del Consejo de Diputados de 3 de abril. 

El IFBS-GOFE se constituye, así, como organismo gestor de la red foral de responsabilidad pública de servicios sociales del Territorio Histórico de Álava y, como tal, es el organismo competente para aplicar, en dicho ámbito, la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia, así como la normativa que la desarrolla.

Asimismo, el Decreto Foral 152/2023, del Diputado General, de 30 de junio, por el que se determinan los departamentos de la Diputación Foral de Álava para la legislatura 2023-2027, establece que el Departamento de Políticas Sociales ejerce las siguientes funciones y áreas de competencia: tercera edad, discapacidad, infancia y familia, servicios sociales de base, prestaciones económicas y las demás que le señale el ordenamiento jurídico. Además, adscribe el organismo autónomo IFBS-GOFE a dicho departamento.

Conforme al artículo 7.2 de la Norma Foral 10/2023, de 15 de marzo, de gobierno, organización y régimen jurídico de la Diputación Foral de Álava, corresponde al Consejo de Gobierno Foral aprobar, en el ejercicio de la potestad reglamentaria, decretos forales, reglamentos de ejecución y desarrollo de las normas forales.

2.- Dictamen preceptivo de la Comisión Consultiva.

El art. 3.1 del Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Gobierno Foral de 30 marzo, por el que se crea la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava y se aprueba su Reglamento Orgánico, dispone que la Comisión Consultiva emitirá dictamen preceptivo en relación con los proyectos de disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución de las Normas Forales que regulen materias de la competencia exclusiva o de desarrollo normativo del Territorio Histórico, o en ejecución de las Leyes de la Comunidad Autónoma en aquellas materias en que compete al Territorio Histórico el desarrollo reglamentario de las mismas.
Tal y como se ha detallado en el apartado anterior, la competencia exclusiva sobre la materia relativa a la asistencia social reside en las instituciones comunes, correspondiendo a los órganos forales la ejecución dentro de su territorio de la legislación dictada por dichas instituciones comunes, lo que se reduce a la potestad reglamentaria, administrativa y revisora en vía administrativa.

Si bien en este caso se reproduce el citado esquema, lo cierto es que existiendo una normativa básica estatal que regula las condiciones básicas en materia de dependencia, las instituciones comunes han eludido completar y acabar esta regulación, lo que tampoco significa que haya variado el reparto competencial. 

De cuanto antecede hay que concluir que, el proyecto de decreto foral debe ser objeto del preceptivo dictamen de esta Comisión Consultiva, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.1.b) del Decreto Foral 40/1999, de 30 de marzo, que crea la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava y aprueba su Reglamento Orgánico.

Ahora bien, conviene aclarar que el objeto del dictamen se limita a las puntuales modificaciones pretendidas, sin entrar a valorar las normas modificadas en su conjunto.

3. Procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general.

3.1. Normativa aplicable.

El Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava (BOTHA nº 28, de 8 de marzo de 2023). Su disposición final señala que el mismo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el BOTHA.

El procedimiento de elaboración del proyecto sometido a dictamen se inició mediante la Orden Foral 8/2026, de 16 de febrero, del diputado foral de Políticas Sociales, por lo que le será de aplicación el aludido Decreto Foral conforme a su disposición final. 

3.2 Plan anual normativo. 

Dispone el artículo 4 del Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero que, en el último trimestre de cada año, la Diputación Foral de Álava aprobará un Plan Anual Normativo que incluirá las iniciativas normativas que tenga previsto proponer para su aprobación durante el ejercicio anual siguiente. En caso de que se promueva, por el órgano competente, una propuesta normativa que no figure en el Plan Anual Normativo, se deberá justificar la urgencia o la necesidad de tal regulación en la resolución de incoación del procedimiento de elaboración de la disposición.

Revisado el Plan Anual Normativo del año 2026, se constata que el mismo prevé la modificación de los Decretos Forales del Consejo de Gobierno Foral 36/2014, de 22 de julio, y 39/2014, de 1 de agosto, sin incluir la modificación del Decreto Foral 21/2024, de 30 de julio.

3.3. Principios de buena regulación.

Establece el art. 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante LPACAP), que en el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria, las Administraciones Públicas actuarán de acuerdo con los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia. En la exposición de motivos o en el preámbulo, según se trate, respectivamente, de anteproyectos de ley o de proyectos de reglamento, quedará suficientemente justificada su adecuación a dichos principios. Y lo mismo resulta de lo dispuesto en el art. 3.2 del Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava.

Ahora bien, la suficiencia de esa justificación no se satisface con una fórmula estereotipada. La norma debe responder a fines de interés general claramente identificados, lo que enlaza con los principios de necesidad y eficacia. Así, resulta necesario precisar qué problema se pretende resolver y qué objetivo persigue la regulación. 

El principio de eficacia requiere, a su vez, que la norma sea un instrumento apto para conseguir el objetivo perseguido. Una regulación solo es adecuada si contribuye de forma coherente y sistemática al objetivo invocado, lo que no ocurre si existe disociación entre sus fines declarados y sus medios reales.

Conforme al principio de proporcionalidad, la regulación debe limitarse a lo imprescindible para atender la necesidad detectada y debe valorarse si existen medidas menos restrictivas de derechos o menos gravosas para las personas destinatarias.

La seguridad jurídica requiere que la norma se integre coherentemente en el resto del ordenamiento y contribuya a un marco estable, predecible, claro y cierto. Esto implica al menos cuatro controles: compatibilidad con normas superiores, ausencia de contradicciones internas, inteligibilidad del texto y previsibilidad para la ciudadanía y las empresas.

El principio de transparencia no se limita a publicar la norma final. Comprende la participación en la fase de elaboración, accesibilidad de la información relevante y conocimiento público de la justificación regulatoria.

Finalmente, la eficiencia exige evitar cargas administrativas innecesarias y racionalizar los recursos públicos. La norma debe evitar cargas accesorias, cuantificar impactos sobre gastos e ingresos y respetar la estabilidad presupuestaria y la sostenibilidad financiera cuando proceda. 

En resumen, lo decisivo es que la norma sea necesaria para un fin de interés general, eficaz para alcanzarlo, proporcionada frente a alternativas menos restrictivas, coherente y clara dentro del ordenamiento, transparente en su elaboración y eficiente en términos de cargas e impactos.

Pues bien, en relación con este apartado se puede afirmar que, en general, el proyecto normativo se ha adecuado a tales principios, si bien se estima conveniente revisar la parte expositiva para adecuarla a los principios señalados, en particular, en lo que al principio de seguridad jurídica y transparencia se refiere.

3.4. Tramitación urgente.

Conforme al artículo 22.1 del Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, la Orden Foral 8/2026, de 16 de febrero del Diputado Foral de Políticas Sociales declara la tramitación de urgencia del procedimiento, a fin de poder desplegar a nivel foral el grado III+ de dependencia extrema y posibilitar así que las personas que se encuentran en una situación extrema de dependencia puedan acceder cuanto antes a los servicios, recursos y prestaciones determinados en desarrollo de la Ley ELA.

3.5. Consulta pública previa y audiencia e información pública.

Tal y como se desprende del informe de impacto normativo emitido en fecha 16 de marzo de 2026 por el Área de Contratación y Régimen Jurídico, “(…) habida cuenta de que urge realizar las modificaciones normativas necesarias para posibilitar que las personas afectadas, —que se encuentran en una situación extrema de dependencia—, puedan acceder cuanto antes a los servicios, recursos y prestaciones determinados en desarrollo de la Ley ELA. Por ello, en cumplimiento de lo determinado en el artículo 22.1 del Decreto Foral 6/2023, se consideró necesario declarar la urgencia de la tramitación y, en consecuencia, la exención del trámite de consulta pública previa, según el artículo 22.3 del referido decreto foral. No así del trámite de audiencia e información pública que se ha efectuado durante un plazo de seis días hábiles —concretamente desde el 27 de febrero hasta el 6 de marzo de 2026—, en coherencia con el artículo 14.3 del mismo decreto foral procedimental”.

Según lo dispuesto en el artículo 22.3 del Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, las iniciativas normativas que se tramiten por el procedimiento de urgencia quedan exentas del trámite de consulta pública previa. Asimismo, conforme a su artículo 14.3, el trámite de audiencia e información pública queda reducido a un mínimo de seis días hábiles cuando se haya dispuesto la tramitación urgente.
Constan en el expediente las alegaciones realizadas desde la Asociación Alavesa de Esclerosis Lateral Amiotrófica ADELA ARABA, a fin de tener presente la visión de las personas enfermas y familias a las que representan —no consta fecha de presentación— y el informe de contestación, de 12 de marzo, de la directora de Servicios Sociales.

Se ha cumplido, por tanto, lo dispuesto por la normativa en relación con los dos trámites citados. 

3.6 Informes y trámites preceptivos.
Constan en el expediente los trámites e informes procedentes conforme al Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero: (i) informe de impacto normativo; (ii) informe económico; (iii) informe de impacto en función del género, (iv) y trámite de verificación de la adecuación del procedimiento a la normativa aplicable en materia de igualdad de mujeres y hombres.

3.7. Plazo para la tramitación del procedimiento.

Conforme al artículo 24.2 del Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, ultimada la tramitación de los proyectos de disposiciones normativas, éstos se someterán al órgano competente para, en su caso, su aprobación en el plazo de ocho meses desde que se inició el procedimiento. 

El presente procedimiento se inició por Orden Foral 8/2026, de 16 de febrero, del Diputado de Políticas Sociales, no habiendo transcurrido aún el plazo descrito. 

III.-DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

La disposición normativa contiene una parte expositiva y otra dispositiva que integra 6 disposiciones, además de otras dos disposiciones finales. 

· El preámbulo o parte expositiva hace expresa mención a la Ley 3/2024, de 30 de octubre, y a las normas que la desarrollan, tales como el Real Decreto-ley 11/2025, de 21 de octubre; el Real Decreto 969/2025, de 28 de octubre; y la Resolución de 18 de diciembre de 2025 de la Secretaría de Estado de Derechos Sociales. Todas ellas motivarían la adaptación de la normativa foral. Además, se añaden referencias al plan anual normativo, a los principios de buena regulación, a los trámites de consulta pública previa y audiencia e información pública, así como a la normativa en materia de igualdad.

· En relación con la parte dispositiva, las primeras dos disposiciones modifican respectivamente los artículos 45.1 y 49 del Decreto Foral 36/2014, mientras que las disposiciones tercera, cuarta y quinta modifican los artículos 6.1, 26 y 28.1 del Decreto Foral 39/2014. La disposición sexta modifica los anexos I y II del Decreto Foral 21/2024, y añade un nuevo Anexo III.

· Finalmente se incluyen dos disposiciones finales, relativas a la vigencia y publicación en el BOTHA.
IV. – ANÁLISIS DEL CONTENIDO DEL PROYECTO

La disposición proyectada incorpora modificaciones puntuales en tres decretos forales al objeto de realizar las adaptaciones necesarias para poder desplegar las medidas recogidas en la denominada Ley ELA y la normativa de desarrollo. Se formulan a continuación algunas observaciones al respecto.

1.- Parte expositiva o preámbulo.

Nos remitimos a lo señalado en el apartado II.3.3 de este dictamen, aconsejando revisar su redacción para adecuarlo a los principios de buena regulación, en particular, al principio de seguridad jurídica y al de transparencia.

Asimismo, debería eliminarse la referencia a la Ley 4/2005, de 18 de febrero, para la Igualdad de Mujeres y Hombres y Vidas Libres de Violencia Machista contra las Mujeres, toda vez que fue derogada por el Decreto Legislativo 1/2023, de 16 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley para la Igualdad de Mujeres y Hombres y Vidas Libres de Violencia Machista contra las Mujeres.

También se recomienda adecuar la terminología al Decreto Foral 6/2023, sustituyendo las referencias al trámite de “consulta pública” por el de “consulta pública previa” y las relativas al trámite de “audiencia pública” por el de “audiencia e información pública”.
Finalmente, se echa en falta una mención a si, conforme a lo establecido en el artículo 23 del Reglamento Orgánico de esta Comisión Consultiva, aprobado por Decreto Foral 40/1999, el decreto foral es conforme o, por el contrario, se separa del dictamen de la Comisión.

2.- Parte dispositiva.

En cuanto a la estructura conviene recordar que, conforme a las directrices de técnica normativa aprobadas por Resolución 4593/2024, de 23 de septiembre, de la directora de Gobernanza de la Diputación Foral de Álava, los distintos artículos de la disposición deben disciplinar un aspecto de la materia tratada y van precedidos del término “Artículo”.
En el supuesto de que haya uno sólo, se designa como “Artículo único” y si son varios se numeran consecutivamente en cifras cardinales arábigas, excepto los de las disposiciones modificativas que se numeran con ordinales escritos en letras.
3.- Modificaciones en relación con el Decreto Foral 36/2014, del Consejo de Diputados de 22 de julio.

El apartado primero del artículo 45 concreta los servicios y las prestaciones económicas a las que se tiene derecho en función del grado de dependencia reconocido. Se modifica la letra b) del artículo 45.1, referido al Grado II (severa) y Grado III (gran dependencia), a fin de incluir el grado III+ (extrema dependencia) y reconocer a las personas con el citado grado de dependencia, entre otras, la prestación económica vinculada al servicio y la prestación económica de asistencia personal conforme a la disposición adicional decimoséptima de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, cuyo apartado segundo dispone: 

“(…) Las personas que tengan reconocido un Grado III+ de dependencia extrema tendrán reconocido el acceso a una prestación económica vinculada al servicio, de conformidad con el artículo 17, que únicamente podrá ser destinada a ayuda a domicilio, o a una prestación económica de asistencia personal, en los términos previstos en el artículo 19”.

En cuanto a la prestación económica vinculada reconocida a las personas con grado III+, si bien la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, parece vincular dicha prestación al SAD —de competencia municipal—, el proyecto ampliaría el ámbito, de manera que la prestación podría vincularse a cualquiera de los servicios previstos en dicho artículo 45.1.b), así como a los servicios de alojamiento para personas mayores acreditados para atender a personas de grados II y III, lo que, por un lado, supondría un nivel adicional de protección que afectaría también a servicios prestados por otras administraciones, como es el caso de la teleasistencia, prestado por el Gobierno Vasco y, por otro lado, obligaría a adaptar los anexos I y II a fin de reflejar dicho nivel adicional. 

A este respecto, es conveniente señalar que la ficha relativa a la prestación económica vinculada al servicio (PEVS) aprobada por el Decreto 185/2015, de 6 de octubre, determina que dicha prestación será de competencia municipal, foral o del Gobierno Vasco, dependiendo de quién sea la competencia del servicio al que se vincule y que su importe máximo se fija anualmente por las administraciones competentes, tomando como referencia mínima la establecida por el estado para cada ejercicio, cuando se destine a personas en situación de dependencia.

En cuanto al régimen de compatibilidades e incompatibilidades de prestaciones económicas y servicios, el artículo 49 es modificado en el siguiente sentido:

a) En relación con la dependencia Grado I: 

· Se elimina la referencia al Grado I “con 40 o más puntos en el BVD”, de manera que se aplican los criterios a las personas con reconocimiento de dependencia Grado I, con independencia de la puntuación obtenida tras la aplicación del Baremo de Valoración de la Situación de Dependencia (BVD).

· Se dispone que la prestación económica de asistencia personal (PEAP) será compatible con el servicio de ayuda a domicilio.

b) En relación con la dependencia grados II y III:

· Se dispone que la prestación económica de asistencia personal (PEAP) será compatible con el servicio de ayuda a domicilio.
c) Se incluye un apartado relativo al grado III+, disponiendo que la prestación económica de asistencia personal (PEAP) será compatible con:

· El servicio de ayuda a domicilio

· El servicio de centro de día o de atención diurna en cualquier modalidad, salvo el servicio de día en centro rural de atención diurna y salvo el centro ocupacional.

Cabe señalar a este respecto que, conforme a los artículos 25 bis de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, y 16 del Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, las administraciones públicas competentes pueden establecer la compatibilidad entre los servicios de ayuda a domicilio, centro de día y de noche, prestación de cuidados en el entorno familiar y apoyo a cuidadores no profesionales (PECEF) y asistencia personal (PEAP), pudiendo establecer, además, un régimen propio de compatibilidades con cargo al nivel adicional de protección previsto en el artículo 7.3 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre.

A este respecto, concluyó el Tribunal Constitucional en su Sentencia 36/2016, de 3 de marzo (rec. 5763/2012), remitiéndose a lo manifestado en su STC 18/2016, que "el Estado fija una regulación unitaria tanto de la intensidad como de la compatibilidad de prestaciones que cumple la función de garantizar un mínimo uniforme en el sistema de atención a la dependencia que puede ser considerado un parámetro que regula las condiciones básicas que garantizan la igualdad en el ejercicio del derecho, evitando así que se generen situaciones de desigualdad relevantes. Dado que el reconocimiento de la situación de dependencia puede dar lugar al disfrute de diversos servicios o prestaciones económicas de manera simultánea, la norma establece una serie de principios comunes sobre incompatibilidad de esas prestaciones y servicios, garantizando la unidad mínima del sistema de atención a la dependencia, respecto a la combinación de prestaciones en la que se puede concretar la atención a las personas dependientes. Esa condición de garantía mínima se confirma por el hecho de que, más allá del primer nivel de garantía de responsabilidad estatal, los límites de la norma tampoco excluyen que las Comunidades Autónomas establezcan compatibilidades que puedan dar como consecuencia prestaciones o servicios superiores, asumiendo las consecuencias de dicha compatibilidad, lo que permite, también desde este punto de vista, considerarlo una regla general que garantiza la igualdad en el acceso a las prestaciones y servicios del sistema de atención a la dependencia".
Conforme al Decreto 185/2015, de 6 de octubre, de cartera de prestaciones y servicios del Sistema Vasco de Servicios Sociales, la determinación de la compatibilidad del Servicio de Ayuda a Domicilio (SAD) –de competencia municipal– con la Prestación Económica de Asistencia Personal (PEAP) –de competencia foral– forma parte del ámbito competencial de las Diputaciones Forales (Ficha relativa al Servicio de Ayuda a Domicilio – SAD (1.2)).

En resumen, sin perjuicio de las observaciones realizadas en relación con la PEVS, las modificaciones previstas, por un lado, dan acogida al grado III +, reconociendo el derecho de las personas con dicho grado de dependencia al acceso a unos servicios y unas prestaciones que cumplirían con el mínimo establecido por la regulación básica y, por otro lado, como novedad, permiten compatibilizar la PEAP con el SAD, cualquiera que sea el grado de dependencia, conforme a su propio régimen de compatibilidades diseñado con cargo al nivel adicional de protección reconocido por la legislación básica. 

No obstante lo anterior, el proyecto no incorpora el procedimiento específico de acreditación sanitaria del grado III + establecido por el Real Decreto 969/2025, de 28 de octubre.

4.- Modificaciones en relación con el Decreto Foral 39/2014, del Consejo de Diputados de 1 de agosto.
Se adapta el contenido del artículo 6.1, relativo al régimen de compatibilidad e incompatibilidad entre prestaciones económicas y servicios, al artículo 49 proyectado del Decreto Foral 36/2014, analizado en el párrafo anterior.

Asimismo, mediante la modificación del artículo 26 del Decreto Foral 39/2014, se determina que las cuantías máximas y mínimas de las prestaciones económicas para los grados I, II y III de dependencia se fijará mediante orden foral de la persona titular del departamento competente en materia de servicios sociales, si bien en la actualidad corresponde al Consejo de Gobierno la facultad de fijar la cuantía máxima. 

La atribución y distribución de funciones y competencias entre órganos administrativos se integra en la potestad de autoorganización de las administraciones, en cuanto se faculta a éstas a configurar y ordenar sus órganos y asignarles competencias para la mejor consecución de los intereses públicos, siempre dentro del marco normativo. Ahora bien, en cuanto a la modificación pretendida cabe señalar, por un lado, que no se incluye referencia al recién creado Grado III + y, por otro lado, que no se cita ni se justifica su necesidad ni en la exposición de motivos ni en los informes que integran el expediente.

Además, si lo que se pretende es agilizar el procedimiento para llevar a cabo la actualización de las cuantías, podría valorarse la adopción de la cuantías y de sus actualizaciones a través de un Acuerdo de Consejo de Gobierno, tal y como se hace en el Territorio Histórico de Gipuzkoa y en otras Comunidades como La Rioja.

Finalmente, se modifica el artículo 28.1 del Decreto Foral 39/2014, incluyendo en el cálculo de la minoración de la prestación los casos de simultaneidad de la prestación económica de asistencia personal  con el servicio de ayuda a domicilio, conforme a las modificaciones previamente señaladas. Señalar al respecto que podría valorarse la inclusión de alguna salvaguarda para los supuestos de altísima necesidad, a fin de evitar cualquier tacha de desproporcionalidad.

5.- Modificación del Decreto Foral 21/2024, de 30 de julio, modificado por el Decreto Foral 25/2025, de 17 de junio.

Con anterioridad a analizar los tres anexos incorporados en el proyecto normativo, conviene resumir a continuación los sucesivos decretos forales dictados en relación con las cuantías máximas y mínimas de las prestaciones económicas: 

· Decreto Foral 52/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 26 de diciembre. Aprobar la actualización de la cuantía máxima de la prestación económica de asistencia personal para personas en grado II que acrediten empadronamiento en el Territorio Histórico de Álava durante 3 años consecutivos así como las cuantías mínimas de las prestaciones económicas del sistema para la autonomía y atención a la dependencia.

· Recoge las cuantías máximas—Anexo I— y mínimas—AnexoII— de las prestaciones económicas del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD).

· Deroga el Decreto Foral 5/2023, del Consejo de Gobierno foral de 21 de febrero.

· Decreto Foral 21/2024, del Consejo de Gobierno Foral de 30 de julio. Aprobar la modificación del Decreto Foral 52/2023, del Consejo de 26 de diciembre.

· Deroga el Anexo I del Decreto Foral 52/2003, de 26 de diciembre, y añade un nuevo Anexo I en su lugar. Queda vigente el Anexo II del Decreto Foral 52/2003.

· Decreto Foral 25/2025, de 17 de junio, del Consejo de Gobierno Foral. Aprobar la modificación del Decreto Foral 21/2024, de 30 de julio, del Consejo de Gobierno Foral, que actualiza las cuantías máximas de determinadas prestaciones económicas.

· Sustituye el anexo I del Decreto Foral 21/2024, de 30 de julio, por otro anexo.

· Decreto Foral 30/2025, de 29 de julio, del Consejo de Gobierno Foral. Aprobar la modificación del Decreto Foral 25/2025, de 17 de junio, de la prestación económica para cuidados en el entorno familiar y apoyo a cuidadores no profesionales (PECEF) para aquellas personas que acrediten empadronamiento en el Territorio Histórico de Álava durante 3 años consecutivos.

· Modifica el anexo I del Decreto Foral 25/2025.

En resumen, en la actualidad están en vigor el anexo I —cuantías máximas— del Decreto Foral 21/2024, con las modificaciones efectuadas por los Decretos Forales 25/2025 y 30/2025 y el anexo II —cuantías mínimas— aprobado por el Decreto 52/2023, de 26 de diciembre.
Desde la perspectiva de la técnica normativa conviene recordar que, en general, conforme al principio de seguridad jurídica y claridad del ordenamiento, no es recomendable la proliferación de disposiciones modificativas encadenadas. Y ello porque, por un lado, las normas meramente modificativas no tienen vocación de regulación autónoma y agotan su objeto en la modificación que introducen y, por otro lado, se dificulta el conocimiento de la normativa vigente. Para evitar lo anterior, resulta preferible que la reforma recaiga sobre la norma principal o modificada en su versión consolidada, y en los casos en los que se acumulan muchas reformas sucesivas, puede valorarse su refundición o incluso una nueva regulación completa. 

En relación con el anexo I del proyecto, se mantienen las cuantías máximas incorporadas por el Decreto Foral 30/2025, añadiendo la correspondiente al Grado III+ en relación con la prestación económica de asistencia personal (PEAP) para personas que acrediten empadronamiento en el Territorio Histórico de Álava durante 3 años consecutivos. Esta cantidad máxima que asciende a 9.859€ se corresponde con la cantidad máxima prevista en el anexo IV del Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre.

No obstante, dicho anexo no incluye la cuantía máxima de la PEAP para aquellas personas que no acrediten el empadronamiento mínimo citado, ni las cuantías relativas a la prestación económica vinculada al servicio prevista en el apartado b) del artículo 45.1 proyectado. En relación con la PEVS, la omisión se comprendería si esta prestación únicamente se vinculara al SAD — por tratarse de competencia municipal—, pero habida cuenta de que el citado artículo parece ampliar el mínimo estatal a otros servicios, las cuantías relativas a servicios prestados por los órganos forales correspondientes debieran verse reflejadas en el citado anexo, en coherencia con la modificación proyectada en el artículo 45.1.b.

En el supuesto de que se pretenda que las personas con grado III + sean, asimismo, beneficiarias de las mismas prestaciones reconocidas a personas con grado III, se aconseja incorporar en el proyecto una disposición en tal sentido.

Y ello porque el principio de seguridad jurídica obliga a que el contenido normativo sea estable, predecible, integrado y claro, permitiendo su conocimiento material y comprensión. En la medida en que un anexo con cuantías integra contenido relevante para la aplicación de la norma, la necesidad de claridad y certidumbre exige que dichas cuantías estén expresadas de manera inequívoca y no condicionada a vacíos que impidan conocer el mandato o parámetro aplicable.

Además, se actualizan los importes relativos a la prestación económica para cuidados en el entorno familiar para quienes acrediten empadronamiento en el THA durante 3 años consecutivos. Dicha actualización superaría los máximos establecidos por la normativa básica.

Como ya se ha dicho, la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, configura el sistema de dependencia en tres niveles de protección y atribuye expresamente a las comunidades autónomas la posibilidad de crear un nivel adicional financiado por ellas mismas —artículo 7.3, 11.2—, por lo que las cuantías establecidas se situarían en dicho marco de nivel adicional de protección. Este tercer nivel adicional de libre implantación por las CCAA hace posible que éstas puedan proceder a la ampliación de las prestaciones, pero a cargo íntegramente de sus presupuestos autonómicos y con arreglo a su ordenación normativa específica.

Este encaje se comprende mejor si se analizan por separado los tres planos existentes: nivel mínimo, nivel acordado y nivel adicional. El primero es el nivel mínimo o común del sistema, financiado íntegramente por el Estado y cuya ordenación corresponde al Estado y al Consejo Territorial en los términos de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre. El segundo es el nivel acordado o cooperativo, financiado conjuntamente por la AGE y las CCAA y también sometido a ese esquema de codeterminación. El tercero es el nivel adicional autonómico, que la propia ley reserva a cada comunidad, cuya financiación, si lo establecen, corre a cargo exclusivo de las CCAA. En los dos primeros planos, el acuerdo del Consejo Territorial funciona como parámetro vinculante; en el tercero, la comunidad dispone de margen para mejorar.

En cuanto al anexo II, se mantienen las cuantías mínimas previstas en el Decreto Foral 52/2023 — coincidentes con las señaladas en el anexo V del Real Decreto 1051/2013—, añadiendo la relativa a la prestación económica de asistencia personal (PEAP) que asciende a 3.200 euros en el supuesto del Grado III+, conforme a la Resolución de 18 de diciembre de 2025, de la Secretaría de Estado de Derechos Sociales por el que se publica el Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia. Al igual que ocurre en el anexo I, no se incluyen las cantidades relativas a la prestación económica vinculada al servicio prevista en el apartado b) del artículo 45.1 proyectado.

En el marco del Sistema, las comunidades autónomas pueden definir, con cargo a sus presupuestos, niveles de protección adicionales al fijado con carácter mínimo por Estado. Esta posibilidad se conecta con que la configuración del Sistema pretende garantizar condiciones básicas de igualdad con un contenido mínimo común, sin impedir desarrollos adicionales por parte de las comunidades autónomas.

Sobre la determinación de las cuantías, estableció la STC 36/2016, de 3 de marzo (rec. 5763/2012), que “corresponde al aludido Consejo Territorial la función de acordar las condiciones y cuantía de las prestaciones económicas previstas [art. 8.2 c) en relación con el 20 y disposición adicional primera de la Ley 39/2006 (EDL 2006/311189)]. De nuevo, como en la forma prevista para la intensidad del servicio, el Estado garantiza, mediante la determinación de tales cuantías máximas, la uniformidad en el reconocimiento de las tres prestaciones económicas que integran el sistema de atención a la dependencia".

Finalmente, se incorpora un nuevo anexo III para la gradación, en función de la intensidad de la atención justificada, de la cuantía de la PEAP para personas con dependencia en grado III+. La intensidad de los servicios de promoción de la autonomía personal y de atención a la dependencia se determina por el contenido prestacional de cada servicio asistencial y por su extensión o duración en función del grado de dependencia, en concordancia con la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, y el artículo 4 del Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre. Se considera que el criterio de intensidad/hora favorece la aplicación técnica y objetiva, evitando la arbitrariedad.
La STC 36/2016, de 3 de marzo (Rec. 5763/2012), señaló al respecto lo siguiente:

“Así, tras recordar que ambas cuestiones no son novedosas, sino que, por el contrario, formaban parte del sistema de atención a la dependencia desde sus inicios, el fundamento jurídico 8 e) ii) de la STC 18/2016, afirma que “la intensidad se refiere a determinar los servicios concretos que corresponden a cada grado de dependencia y a determinar el contenido prestacional de cada uno de los servicios asistenciales y la extensión y duración de los mismos según ese grado de dependencia. Según el art. 8.2 b) de la Ley 39/2006, corresponde al Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia establecer los criterios para determinar la intensidad de protección de los servicios, extremo que, para el ahora cuestionado servicio de ayuda a domicilio, se llevó a cabo en el punto 2.2 del ya mencionado Acuerdo del Consejo Territorial de 10 de julio de 2012, limitándose la norma ahora cuestionada a incorporar dicho criterio, que, por lo demás, también ha sido reproducido en el Anexo II del también citado Real Decreto 1051/2013. En todo caso, dicha forma de proceder encuentra amparo en el art. 149.1.1 CE, pues la norma estatal, bien que a partir del previo acuerdo de un órgano de cooperación, fija así, mediante el establecimiento de márgenes o intervalos, los criterios comunes a partir de los cuales puede determinarse el contenido prestacional de ese concreto servicio asistencial, integrando de esta manera el contenido mínimo del derecho reconocido a todos los dependientes en la medida en que se refieren a la extensión de la acción protectora de dicho servicio del sistema de atención a la dependencia, preservando la igualdad efectiva de las personas en situación de dependencia respecto al disfrute de unos servicios”.
Como conclusión, el decreto foral proyectado pretende adaptar el marco alavés de dependencia a la denominada Ley ELA y su normativa de desarrollo, incorporando el grado III+ y reordenando el catálogo, las compatibilidades y las cuantías máximas y mínimas. El cambio operativo más relevante es permitir la compatibilidad entre la PEAP con el SAD, en todos los grados de dependencia y con un régimen especial para el grado III+. Se actualizan importes de la PECEF para quienes acrediten empadronamiento en el Territorio Histórico durante 3 años consecutivos y se introduce una gradación específica en función de la intensidad de la atención para la PEAP en personas con dependencia en grado III+. Se añade una minoración del 25% por concurrencia con el SAD. 

Puede afirmarse que la disposición proyectada es, en general, coherente con el marco estatal, si bien se aconseja, con independencia de las modificaciones urgentes que son objeto de dictamen, una revisión más general y pausada de los Decretos Forales 36/2014, de 22 de julio, y 39/2014, de 1 de agosto, a fin de evitar duplicidades y su adaptación a la normativa dictada desde su aprobación, entre otras, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y la Norma Foral 10/2023, de 15 de marzo, de gobierno, organización y régimen jurídico de la Diputación Foral de Álava.

V.-CONCLUSIONES

Primera.- Es preceptivo el dictamen de la Comisión consultiva conforme a las consideraciones efectuadas en el apartado II.2. de este dictamen. 

Segunda.- En relación con los contenidos relativos al fondo, el proyecto de decreto foral se adecúa al ordenamiento jurídico, sin perjuicio de las consideraciones señaladas en el apartado IV de este Dictamen.
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